Carátula 
SEÑORA PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
Es la hora 10 y 34 minutos) 


La Comisión de Educación y Cultura del Senado da la bienvenida al Consejo Directivo Central de la Administración Nacional de 
Educación Pública. Es un gusto para nosotros tenerlos hoy aquí. 


SEÑOR BONILLA.- No quiero extenderme mucho, porque el tema que nos ocupa, más allá de que tiene una gran importancia, 
puede ser abordado desde perspectivas muy amplias e, incluso, desde el punto de vista doctrinario hay infinidad de bibliografía al 
respecto. Entonces, como supongo que el tiempo del que disponemos en la mañana de hoy es relativamente limitado, no tengo la 
intención de encarar el tema desde el punto de vista doctrinario. 


En lo que hace a la formación de docentes en el mundo en general, existen dos larguísimas tradiciones y cada una de ellas 
responde a lógicas y hasta a concepciones culturales que merecerían desarrollos de mayor entidad que los que podemos llevar 
adelante en este espacio de tiempo. 


Creo que hay otra perspectiva que quizás nos pueda servir para trabajar en el día de hoy de manera más acotada, que es lo que 
llamaría una "perspectiva pragmática", que se refiere a cuál es el problema que queremos resolver aquí. En todo caso, si los 
miembros de la Comisión entienden que por su importancia y su trascendencia el problema requiere de un soporte teórico y 
conceptual mucho más desarrollado, estamos dispuestos a volver con el tiempo suficiente para discutir las dos larguísimas 
tradiciones relativas a la formación de docentes, es decir, las que se apoyan en los sistemas que de manera muy somera 
llamaremos "normalistas" y las que se basan en los sistemas universitarios. Por lo tanto, si adoptamos esta óptica que denominaría 
"pragmática" para abordar la cuestión, diría que todos somos conscientes de que en nuestro país, desde la primera escuela que fue 
llamada "normal" hasta los primeros escarceos de independencia de la actual Enseñanza Secundaria e, incluso, las primeras 
formulaciones de la formación de maestros técnicos, siempre se utilizó el concepto de "formación normal" para nuestros maestros. 


Nuestra educación se ha basado en esta tradición y pensamos que, en grandes líneas, debe ser mantenida. Una gran parte de las 
virtudes de nuestra enseñanza deriva de ese enfoque y, por lo tanto, no nos plantea ningún problema mayor lo que este proyecto 
de ley propone en cuanto a salirnos de la tradición. La cuestión reside en que, de alguna manera, la tradición normalista es una 
forma de procesar la construcción del "staff" docente del país que, generalmente, fue pensado con una lógica interna, que 
podríamos llamar "de intramuros". Siempre tuvo muchas dificultades, pero en la actualidad se condice particularmente mal con los 
desarrollos, los cambios y la explosión internacional de conocimientos que se vive en el mundo, a todo nivel. En consecuencia, los 
títulos emitidos por esta tradición normalista -estamos abusando de un término que ha caído ligeramente en desuso- son 
perfectamente reconocidos en el seno de nuestro país, pero enfrentan serias dificultades cuando los docentes los presentan en el 
exterior. Además, advierto que lo que se ha dado en llamar el "MERCOSUR educativo" -que si bien no es una realidad, está en 
marcha- los va a enfrentar a la realidad de que, de alguna manera, empiecen a aparecer en el seno de nuestro país una serie de 
maestros y profesores de Enseñanza Secundaria, de Enseñanza Técnica e, incluso, formadores de docentes, con títulos 
provenientes de la otra tradición, no la normalista sino la universitaria. De alguna manera, en el mundo actual hay una valoración 
distinta entre un título universitario y uno normalista. Hay algunas excepciones, como el caso de Francia, en donde la "Ecole 
Normale Supérieure" produce títulos infinitamente superiores a los de la Universidad porque se transformó, en última instancia, en 
una escuela de élite; con escasas excepciones, los títulos que provienen de esta tradición normalista son menos valorados y 
menos puntuados que los que vienen del ámbito universitario. 


Entonces, este proyecto de ley que adelanta el profesor Fau nos parece que atiende esta preocupación en sus dos aspectos: 
primero, permanecer dentro de nuestra tradición, es decir, seguir formando en el seno de la ANEP -siguiendo la corriente histórica 
que generó nuestro sistema educativo- al conjunto de docentes que funciona en la educación nacional, y segundo, los estándares 
internacionales indican -esto lo podemos ampliar a posteriori, en una sesión más extensa- que, por ejemplo, una licenciatura está 
reconocida en todas partes como bachillerato más tres años o bachillerato más 2.200 horas -si la memoria no me falla- es decir que 
cualquiera de nuestros títulos de maestro, de profesor de secundaria o de profesor técnico, cumple con los estándares 
internacionales de bachillerato más tres, lo que nos permitiría hacer equivalente el título del Instituto de Profesores Artigas, del 
Instituto Normal de Educación Técnica y de los Centros Regionales de Profesores o de cualquiera de los institutos que producen 
maestros, a un título universitario a nivel de licenciatura. Esto es lo que nos propone el proyecto de ley. 


Termino con esto porque no quiero extenderme ya que pienso que es más rico el intercambio; incluso, sería importante que los 
consejeros aportaran sus ideas. 


Quiero aclarar que nos queda alguna duda en la formulación de la frase final que dice: "En este marco, queda facultada a realizar 
convenios con la Universidad de la República". Esto viene del numeral 11 del artículo 13 y así estaba en la ley original, aunque no 
decía "en este marco"; creo que estaba formulado de otra manera. Pienso que lo importante para nosotros es que en el proceso de 
formación de docentes contemos con los recursos que tiene la Universidad de la República. Queremos contar con los recursos de 
la Universidad de la República; queremos que esté al lado nuestro en el proceso de formación docente. Lo que sí nos parecería un 
error -y ya ha pasado en otros países, con resultados que no han sido buenos- es que la formación docente se desplace a la 
Universidad de la República, que es otra gran tradición que nuestro país nunca hizo suya. 


Como última referencia, diría que la formulación de la última frase de la exposición de motivos me merece una duda. El ex Senador 
Fau, hoy Ministro, nos señala que para que esta acreditación sea posible, protegiendo los derechos de los egresados y avalando la 
especialización de los docentes superiores de ANEP, se faculta a ésta a realizar convenios con la Universidad de la República. 
Nosotros queremos estar facultados a hacer convenios con la Universidad de la República, pero no queremos que el título que 
vamos a emitir tenga que pasar por la Universidad como tal, es decir que necesite su visto bueno, su "clearing", si me permiten el 
verbalismo anglosajón. La ANEP tiene mucho tiempo de formación desde las primeras escuelas normales y sin tener el mismo 
número de años que la Universidad -tiene algunos más- es capaz de instrumentar un sistema de formación como el que tenemos, 


que permite a nuestros docentes tener títulos que son reconocidos, tanto a nivel internacional como internamente; cuando se 
presentan docentes que provienen de otro sistema de formación docente, no hay diferencias que de alguna manera podrían 
desvalorizar o quitar posibilidades de competencia a nuestra gente. 


Estos son, en grandes líneas, los comentarios que nos merece la propuesta del ex Senador Fau, desde una perspectiva pragmática 
y descriptiva. Creo que sobre la tradición normalista y universitaria para formar docentes podríamos hablar horas, pero me parece 
que no es el momento. 


SEÑOR NADRUZ.- Ante todo, tiene que quedar suficientemente claro que el Consejo Directivo Central -que tiene por ley la 
responsabilidad de la formación y el perfeccionamiento docente- ve con beneplácito esta reformulación del numeral 11) del artículo 
13 de la Ley N* 15.739, que se presenta a nivel legislativo. 


Como decía el señor Director, es para un largo documento aludir a la formación de docentes en el Uruguay. Justamente, hace unos 
días, cuando conversábamos con el señor Senador Pereyra, recordábamos que nacía el país y ya empezamos a tener una escuela 
normal; en efecto, la primera escuela normal se crea en el año 1827, a dos años de la Declaratoria de la Independencia, y se 
instala en 1829. Es decir que no tenía el país Constitución cuando ya había una preocupación por formar maestros, y la propia ley 
exigía que para poder desempeñarse como docente era necesario ser titulado. 


Ahora bien; independientemente de esta acogida cálida a la iniciativa del Parlamento -particularmente del ex Senador Fau y de esta 
Comisión, que la está llevando adelante- quiero resaltar que los docentes del Uruguay están en una gran desventaja a nivel 
regional e internacional, que no hace a su calidad profesional, a su inconmensurable capacidad en lo que tiene que ver con su 
formación, sino a un problema mucho más sencillo, que se resuelve con el otorgamiento de la titulación que hoy internacionalmente 
se pide. El señor Director aludía al enfoque normalista que ha tenido en el Uruguay tanto la formación de profesores de Secundaria 
o de Educación Técnica, como de maestros; y no por la titulación universitaria hay que cambiar necesariamente el enfoque, si es 
que ese enfoque ha dado buenos resultados. Ayer -después de conversar con él quedamos motivados a seguir investigando- nos 
fuimos a esa fuente de información que es Internet, para saber qué se entendía por el término "normalista", y ¡vaya si es cierto que 
hay conceptos que uno no asocia a su significado pero que están en su contenido! Por allí, en una de las bases de datos, se habla 
de que la formación normalista tiene, como característica, un enfoque cultural profundo. Yo confirmaría que en el Uruguay la 
formación, en todos los niveles e históricamente, ha tenido un profundo enfoque cultural. Aclaro que cuando decimos "cultural", 
hablamos de todo lo que tiene que ver con la cultura, desde el aprendizaje o el conocimiento de las artes hasta el de las ciencias 
exactas, las ciencias humanísticas, etcétera. 


Como anécdota, quisiera decir que tiempo ha, cuando no existía Internet -yo soy hombre del interior- si queríamos saber algo 
íbamos a la casa de un maestro o un profesor. Entonces, vaya si los docentes tenían esa fuente cultural; y más aún: estimulaban a 
quien no sabía algo para que fuera a averiguarlo, porque siempre tenían ese espíritu de docente. 


Naturalmente, el docente debe tener también una sólida preparación en ciencias de la educación, y en este aspecto diría que 
históricamente el Uruguay ha tenido una gran solidez en la formación de maestros y profesores. Todos recordamos que tiempo ha 
llegaban a nuestro país estudiantes de toda Latinoamérica para formarse como docentes. En efecto, cuando estaba el Instituto 
Magisterial Superior, uno veía gente con una fisonomía diferente, y cuando empezaba a conversar con ellos descubría que eran 
ecuatorianos, venezolanos, paraguayos, argentinos, chilenos, etcétera, que venían al Uruguay a recibir la formación de docentes 
en los cursos de posgrado o especializaciones que nuestro país tenía para ofrecer. 


Otro elemento que tiene el área normalista es la relación teoría - práctica, y en este aspecto tenemos una gran ventaja, porque 
dentro de la propia ANEP tenemos los elementos para dar la teoría y la práctica, lo que no se da siempre en otros lugares, donde la 
universidad lleva adelante el enfoque teórico y después el estudiante tiene que hacer la parte práctica. 


Precisamente, hace algún tiempo el Consejo Directivo Central me dio la oportunidad de ir a Barcelona, y pude apreciar que allí hay 
dificultades para lograr la coordinación entre lo que hace la universidad y la parte práctica, que debe realizarse en liceos o escuelas 
que no dependen directamente de la universidad. Hoy tenemos nosotros esta gran ventaja, y hay una gran fluidez en este aspecto: 
todos los planes y programas dedican una significativa carga horaria a la relación entre teoría y práctica. 


Un último elemento es el que se vincula con la investigación, que habrá que reforzarla mucho, y hemos discutido extensamente al 
respecto. Me refiero a la investigación en sus múltiples corrientes, entre las que destacamos la que hace a la investigación en la 
elucubración teórica y la investigación-acción, que es la que desarrolla el propio docente día a día. Por ejemplo, cuando por alguna 
razón sus alumnos no aprenden, inmediatamente empieza a formularse hipótesis y buscar soluciones, y esto, si bien no tiene el 
rigor de los pasos de una investigación, en última instancia lo es. 


Para no tomar mucho tiempo voy a terminar aquí mi intervención, no sin antes reiterar lo que dije al principio: vemos con enorme 
beneplácito que hoy se ponga a los docentes del Uruguay en el nivel que se han ganado profesionalmente. Creemos que si el 
Legislador no llega a feliz término -aunque estamos convencidos de que lo va a lograr- vamos a tener enormes dificultades en la 
región. Hay que tener en cuenta que en algunos casos los países vecinos -aclaro que este comentario no pretende ser 
comparativo, ni surge de ningún análisis formal- no tienen en la formación docente una historia tan profunda ni tan larga. En lo 
personal, conozco bien la formación en el Paraguay; los docentes de la Escuela Artigas hemos colaborado mucho, y a la vez, 
somos formadores de las universidades en donde se hace formación docente en el Paraguay. 


Me permitiría también señalar -y esto es algo que hemos estado manejando con los integrantes del Consejo Directivo Central- que 
el Legislador debería tomar precauciones para que esta, a mi entender riquísima iniciativa, no tenga sólo la proyección de los que 
se van a recibir en el futuro, sino que contemple también a los docentes que hoy están titulados en el Uruguay. En tal sentido, se 
me ocurre que podría el Legislador, si es que lo estima conveniente, agregar al proyecto de ley una norma que faculte a la ANEP 
para que, en un proceso de investigación-acción -como puede hacerlo cualquier docente que en la práctica lo está llevando 
adelante- los actuales docentes puedan adquirir este título universitario, que creo es un salto cualitativo de inconmensurable valor 
para los docentes del Uruguay. Ahora vamos a competir no sólo por la calidad de nuestra formación, sino también por la 
documentación que acredita cuál es esa formación. 


SEÑOR CID.- Quiero analizar algunos de los aspectos mencionados en cuanto a los alcances, o algunas objeciones que podrían 
ser más de interpretación que de otro tipo. 


Es cierto que al final del artículo 11 se señala que en este marco se faculta a realizar convenios con la Universidad, y es claro que 
la intención es efectuarlos. Pero no veo que aquí se trasladen las responsabilidades de otorgar alguna validación al título por parte 
de la Universidad, porque del artículo 2% surge claramente que la ANEP adoptará todas las medidas que correspondan para la 
adecuación de los planes, programas y títulos relativos a la formación docente que impartan, en el mismo marco de la 
caracterización de título universitario. Por lo tanto, me parece que esa duda sobre un traslado de competencias a la Universidad en 
el articulado, no existe. De todas maneras, creo que la Comisión podría revisar la redacción a efectos de darle mayor claridad. 


Donde sí se me genera alguna confusión es en la Exposición de Motivos. En la página 4 el ex Senador Fau señala que para que la 
acreditación sea posible, protegiendo los derechos a los egresados y avalando la especialización de docencia superior de la ANEP, 
se faculta a ésta a realizar convenio con la Universidad. Creo que en la redacción de la Exposición de Motivos hay un 
encadenamiento que deja dudas acerca de la intención, aunque estoy seguro de que el ex Senador Fau tuvo la intención de que 
fuese la ANEP la que otorgase el título universitario. Por lo tanto, en lo personal creo que habría que introducir algún cambio en la 
redacción, a fin de que dé mayor claridad. 


Por otra parte, quiero formular una pregunta sobre algo que conversábamos previamente a la constitución formal de este trabajo en 
Comisión. ¿Existe en este momento la posibilidad de que los docentes normalistas que egresan de las escuelas formativas tengan 
alguna desventaja, incluso dentro del país, con otras universidades que pueden estar formando docentes que accederían al título 
universitario y que tendrían una titulación de mayor jerarquía? 


SEÑORA TORNARIA.- Celebro la iniciativa del ex Senador Fau; creo que es tiempo de que la Administración Nacional de 
Educación Pública -que es un Ente Autónomo y cuyas potestades están establecidas en la Constitución y en la ley- aclare con 
actos administrativos, acompañados por una enmienda a la ley o por una ley -aspecto que hemos estado discutiendo desde hace 
bastante tiempo- el tema de su potestad o capacidad para otorgar títulos de carácter terciario, ya que de eso se trata. La 
Administración Nacional de Educación Pública, a través de los Institutos Normales, del Instituto de Profesores Artigas, del Instituto 
Normal de Educación Técnica y de los Centros Regionales de Profesores, está abarcando un espacio que la ley y la Constitución le 
otorgan, que es el de la educación terciaria, por lo que tiene en sí la potestad de otorgar títulos. Lo que sucede en el mundo actual 
es que, en general, en todos los países con los que nos pusimos en contacto, ese título contiene la palabra "Universidad". 
Aparentemente, cuando dos títulos se enfrentan o compiten -en la interna o en el exterior- uno de ellos con la palabra "Universidad" 
y el otro con el nombre "Instituto de Profesores Artigas", "Instituto Normal" o "Centro Regional de Profesores", se generan 
problemas que no son de contenido, sino formales. 


Durante esta discusión que se está dando desde hace tiempo, he tenido una actitud muy pragmática. Tengo el convencimiento - 
aunque no soy jurista- de que la Constitución y la ley permiten a la ANEP, Ente Autónomo, otorgar el título de licenciado, que de eso 
se trata concretamente. Creo que podemos y debemos hacerlo. No tengo claro cuál es el camino que debemos seguir, pero me 
parece que tiene que ser expeditivo y rápido, y aunque considero que va a haber una enorme coincidencia en esto, como en otras 
ocasiones quiero defender fuertemente la idea de que ese camino no interfiera con la autonomía de la Administración Nacional de 
Educación Pública, que a través de la Constitución y de la ley tiene potestades para hacer cosas. Creo que las tiene porque a su 
cabeza, que es su Consejo autónomo, se le otorga ni más ni menos que la suerte de más de un tercio de la población del país, y 
quien puede lo más, puede lo menos; este es un principio que se acepta. 


Aunque comparto este camino del profesor Fau, tengo algunas dificultades, sobre todo con la Exposición de Motivos. Los 
convenios entre la ANEP y las Universidades se están desarrollando desde hace muchos años en este país, primero de manera 
informal y actualmente incluso de manera formal, en el ámbito de la formación docente y en otros. Esto lo discutíamos no hace 
mucho tiempo con el Rector Guarga en un panel que compartimos. Cuando se nos compara con los institutos militares o con el 
Instituto de Educación Física, creo que conceptualmente el camino es distinto, porque son distintos los Entes que se relacionan. 


En mi opinión, la educación pública del país está regida por dos Entes Autónomos: la Universidad de la República y la 
Administración Nacional de Educación Pública, tan importantes uno como otro, los dos con el mismo carácter; por lo tanto, es 
importante que exista un relacionamiento, pero no en situación de dependencia ni hacia la ANEP ni hacia la Universidad de la 
República. Me parece que es conveniente que esto quede meridianamente claro en cualquier ley. Aunque sea una cuestión formal, 
esto implica después libertad de acción desde el punto de vista organizativo, de contenidos y de todo lo que la ley atribuye o 
concede al Consejo Directivo Central como Ente Autónomo, y a la ANEP, a los efectos de cuál es la especificidad de un docente - 
que es a lo que se refería el Director Nacional- y cuáles son los caminos de formación de un docente para los distintos niveles de la 
educación pública. 


Entiendo que la ANEP tiene suficientes credenciales, históricas y actuales, nacionales e internacionales, para reivindicar la autoría 
de un camino que va más allá del título que otorga y que integra su potestad sin tener que pedir permiso a ninguna otra institución 
del Estado. Esto no excluye en absoluto la posibilidad de trabajar juntos en aquellos aspectos operacionales e instrumentales y en 
la vida cotidiana de los Institutos de Profesores, del Instituto Normal o de otros dedicados a la capacitación de docentes. Creo que 
la Universidad puede ayudar a la ANEP en una cantidad de cosas y viceversa, y de hecho así está sucediendo; pero me parece 
que es bueno que una ley o una modificación de la ley aclare las potestades -que están reconocidas por la Constitución y por la 
propia Ley de Educación- para dar carácter de licenciatura a los títulos de Maestro, de Profesor, o de Profesor o Maestro Técnico. 


SEÑOR SCARSI.- Coincido con las posiciones que han manifestado mis compañeros de Consejo. En mi caso, el camino para esa 
coincidencia tiene que ser lógicamente distinto, porque también lo es mi trayectoria. En ese sentido, por el hecho de provenir de la 
Universidad, me ha tocado, por ejemplo, estudiar posgrados en el exterior y, en realidad, algo que siempre me ha llamado la 
atención es que los Departamentos de Educación -sobre todo en los Estados Unidos- tienen una tremenda importancia. Al 
respecto, me he preguntado muchas veces por qué en nuestra Universidad la educación no tiene la misma importancia que se le 
daba en los Campus en que he estado. Creo que la respuesta lógica a esa pregunta es que el Uruguay decidió, desde hace mucho 
tiempo -tal como lo manifestaba el consejero Nadruz- seguir una determinada política en lo que tiene que ver con la formación de 
sus cuadros docentes, decisión que de ningún modo habilita para que se pueda poner en tela de juicio su calidad. 


Ahora bien, creo que la idea del ex Senador Fau en el sentido de actualizar la equivalencia de la titulación de los docentes debe ser 
bienvenida. En ese aspecto, concretamente en el Brasil, pude percibir que a varios universitarios nos contrataban y nos pagaban 
en función de los títulos universitarios que teníamos -cabe destacar que cada uno de esos títulos tiene un valor determinado, ya 
sea licenciatura, maestría o doctorado e, incluso, sobre este último existen ciertos matices sobre sus orígenes- siendo los 
Ministerios los encargados de adoptar los criterios a aplicar, sin que esto implique que ese ámbito esté regulado por la ley de los 
mercados. En este sentido, había compatriotas que tenían una excelente carrera como maestros, pero en el momento de negociar 
sus contratos tropezaban con dificultades muy grandes por la sencilla razón de que el título de maestro, que encerraba una 
experiencia riquísima y una producción científica en materia de publicaciones muy respetable, no contaba con el aval de una 
titulación universitaria o una de carácter equivalente. A mi juicio ese es el punto a tener en cuenta. 


Indudablemente, en el mundo actual, en el que una persona hoy está trabajando en un país y al día siguiente en otro, ejerciendo un 
derecho que le corresponde, resulta cruel y puede considerarse una inequidad que se le niegue el acceso a determinadas 
posibilidades por el simple hecho de que ha estudiado en un Instituto Normal, en una institución de Magisterio, en un Instituto de 
Profesores o en los que ahora se llaman Centros Regionales de Profesores. Me parece que eso no es justo, porque esas personas 
han completado los requerimientos académicos que son equivalentes a los que se realizan en las Universidades. Creo que la ley 
debe contemplar la situación de esos profesionales con un criterio que respete la igualdad de derechos. El país se ha dado esta 
modalidad y me parece que a esta altura de su historia no tiene sentido repensar ese tipo de formación, sobre todo teniendo en 
cuenta que, como ya dije, es aceptable desde el punto de vista cualitativo e, incluso, es parte de un proceso que genera su propia 
mejoría o sus propios cursos. Hoy en día, al considerar la formación de un maestro, me parece que lo esencial no es que se llegue 
a un nivel de licenciatura, debido a que existen numerosas especializaciones, por ejemplo, en el área de la educación especial, 
donde hay personas que cuentan hasta con doctorados en ese campo. 


Por consiguiente, entiendo que este proyecto es beneficioso y también comparto los comentarios que han realizado la consejera 
Tornaría y el señor Senador Cid, en el sentido de aclarar los alcances de los Convenios con la Universidad de la República. Como 
bien se ha dicho, Convenios han existido siempre y, seguramente, su número se va a multiplicar en el futuro, no solamente con la 
Universidad de la República, sino también con otros institutos universitarios privados. 


En definitiva, creo que con este proyecto se estaría resolviendo una situación que, sin duda, es necesario corregir. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero manifestar que acompaño entusiastamente este proyecto, cuya razón de ser se ha expuesto aquí 
muy claramente. Seguramente el ex Senador Fau habría querido estar presente en esta reunión para defender esta iniciativa, 
aunque no necesita defensa porque, evidentemente, existe consenso en el sentido de que se precisaba un proyecto de esta 
naturaleza. 


Me parece que en un momento en que se habla mucho de la educación permanente, puede afirmarse que esta pequeña reforma 
viene a reconocer un tema de carácter formal, tal como ha dicho la consejera Tornaría, porque en los hechos ya se está aplicando 
el criterio que el proyecto implica. Sin duda, todo el país reconoce que la categorización salarial de maestros y profesores debería 
ser otra, aunque como sabemos en este orden se corre la misma suerte de todas las demás áreas de actividad de nuestro país. 
Creo que, sin descartar que el aspecto económico va a tener que ser contemplado, esta iniciativa supone un reconocimiento que 
puede considerarse un primer paso en el logro del prestigio que merece la actividad docente. 


El consejero Nadruz ha mencionado algo que todos conocemos -quizás no lo ha afirmado explícitamente porque le comprenden las 
generales de la ley- me refiero a que nuestra formación docente siempre se ha considerado como la mejor de América, y esto no 
debemos vacilar en decirlo. Muchas veces, los países de la región han recurrido a nuestros docentes, incluso a nivel institucional, 
para avanzar en algunas áreas. Como sabemos, actualmente el papel como materia tiene cada vez menos valor porque nos 
manejamos más con herramientas electrónicas; sin embargo, ocurre lo contrario con los papeles que acreditan la formación 
profesional, ya que cada vez adquieren más importancia. 


Tal como decía el consejero Scarsi, con esta iniciativa se intenta corregir una situación de inequidad que sufrían nuestros docentes 
en todos los niveles. Sin duda, es muy importante la posibilidad que se les presenta con respecto a los posgrados. En ese sentido, 
el artículo 11 de la ley a que se ha hecho referencia, que modifica esta iniciativa del ex Senador Fau, no ha planteado ningún 
problema ni se lesiona ninguna autonomía. Incluso, me parece que habría que ampliar el alcance de modo que se extienda a 
cualquier instituto universitario más allá de la Universidad de la República. Creo que en ese sentido ya se han roto todos los 
esquemas debido a la existencia de otras instituciones universitarias, como son la ORT, la Universidad Católica y la de Montevideo. 


Finalmente, quiero decir que, por supuesto, con respecto a este proyecto vamos a cuidar lo relativo a su redacción y a consultar a 
su autor. Todos los Senadores que integramos esta Comisión estamos dispuestos a apoyar esta iniciativa y, sobre todo, a no 
demorar su trámite, porque se trata de una señal muy clara que podemos brindar en el sentido de reconocer una situación cuya 
corrección es de absoluta justicia. Por otra parte, como decía el consejero Nadruz, vamos a tener que pensar en este proyecto con 
un criterio retroactivo, porque de lo contrario estaríamos cometiendo una injusticia, lo cual sin duda está lejos de nuestro espíritu. 


SEÑOR BONILLA.- Para contestar la pregunta que formulaba el señor Senador Cid con respecto a alguna potencial desventaja 
entre quienes egresan de una u otra forma, debo decir que sólo existe internamente, en el país. 


En la medida en que han aparecido nuevas Universidades -algunas de ellas privadas, aunque también hay algunos cursos en la 
Universidad de la República- que brindan licenciaturas en educación o de maestro, que no provienen por la vía normal, muchas 
veces se la habilita -si la persona quiere continuar- a seguir una maestría de lo que sea, en esa misma línea o en otra. Luego, con 
ese "dossier" armado, se aproximan a la ANEP y piden un reconocimiento de sus títulos a los efectos de ejercer y funcionar en 
igualdad de condiciones con respecto a aquellos que provienen de la línea de formación normal. En muchos casos, ocurre que de 
un lado tenemos un título de maestro, y del otro, una licenciatura, una maestría en Educación Especial, dada por la Universidad de 
la República. En fin, en el Consejo han surgido muchas posibilidades, de forma tal que dando un poco la vuelta, nuestros maestros 
o profesores clásicos se encuentran en alguna desventaja. Por eso decía: "sólo internamente". 


Por último, quería reafirmar una cuestión de fondo, que es la siguiente: la formación de docente es una profesión en sí misma, 
distinta de las otras profesiones. Una cosa es el profesional ingeniero, arquitecto o historiador, y otra muy distinta es el profesional 
docente de historia. El profesional historiador puede tener como tema de trabajo muy legítimamente el estudio de la influencia 


mozárabe en la arquitectura del norte de España. Sin embargo, a aquel que opte por la profesión de docente de historia, 
difícilmente le competa ese tema; éste tiene que ser un muy buen generalista de historia para poder trasmitirla. Si bien digo 
"generalista", obviamente hay niveles y grados de especialización. 


La Universidad ha llegado hoy, en muchos campos, a niveles de especialización, de afinamiento y conocimiento tan estrechos que 
me parece que quedan claramente determinadas dos aptitudes profesionales distintas: la del docente cuyo objetivo final no es el 
conocimiento por sí mismo, sino la transmisión del conocimiento y la creación de una nueva personalidad, al nivel que sea, y la del 
universitario, cuya finalidad es el conocimiento por sí mismo o por su aplicación, lo que también es perfectamente legítimo. Allí hay 
una diferencia fuerte que hace al porqué en este país nos hemos apegado a la tradición normalista y creemos que debemos 
continuar así. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Queremos agradecer a los miembros del CODICEN la visita en el día de hoy por un motivo tan grato, que 
significa un avance desde el punto de vista de la enseñanza y en definitiva de la sociedad que reconoce a uno de sus agentes más 
preciados. Esperamos contar con ustedes en otra oportunidad y ojalá sea por un motivo similar. 


(Se retira de Sala el Consejo Directivo Central de la Administración Nacional de Educación Pública.) 


(Es la hora 11 y 25 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


